Q-1482-MP2 

MUNICIPALIDAD DE GRAL. PUEYRREDON C/ PASEO DE LAS TOSCAS S.A. S/ MATERIA A CATEGORIZAR S/ RECURSO DE QUEJA 

Mar del Plata, 5 de Noviembre de 2009.

AUTOS Y VISTO:

I. El 18-05-2009 el titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 2 del Departamento Judicial de Mar del Plata –entre otras cuestiones- se declaró prima facie competente para entender en la demanda iniciada por la Municipalidad de General Pueyrredon contra Paseo Las Toscas S.A., mediante la cual persigue la ejecución de un acto administrativo municipal sin ejecutoriedad propia (Decreto N° 2605/2008) y -con ello- la restitución de un bien inmueble provincial bajo administración y jurisdicción Municipal denominado Unidad Turística Fiscal Balneario N° 8 de Playa Grande que ocupa la sociedad demandada. Asimismo, y teniendo presente que la pretensión articulada no estaba prevista en la enumeración que realiza el art. 12 del C.P.C.A., dispuso que el proceso debía tramitar por vía sumarísima (arts. 496 y ccs. del C.P.C.C.) conforme las previsiones del art. 35 del Decreto Ley 9533/1980. Consecuentemente, ordenó correr traslado de la demanda por el término de (5) cinco días a la contraparte y difirió el tratamiento del pedido cautelar (v. fs. 17/18 del expediente principal a la vista).

II. Con fecha 16-06-2009, la demandada [notificada el 10-06-2009, cfr. cédula de fs. 19 del ppal.] interpuso recurso de revocatoria con apelación en subsidio contra dicha providencia, agraviándose de la declaración de competencia del magistrado y de la decisión de imprimirle al proceso las reglas del trámite sumarísimo. En el mismo escrito planteó la excepción de litispendencia por conexidad entre el presente proceso y la pretensión anulatoria por ella iniciada contra la Municipalidad de General Pueyrredon –en trámite ante el mismo Juzgado- tendiente a obtener la declaración de nulidad del Decreto cuya ejecución pretende el Estado Municipal. Subsidiariamente contestó la demanda y planteó –además- la inconstitucionalidad de la pretensión de desalojo cautelar inaudita parte solicitada por la actora y su falta de acción para reclamar la ejecución de un acto administrativo que considera nulo (v. fs. 62/69 del expte. ppal.).

III. Sustanciado el remedio, por resolución de fecha 30-06-2009 el a quo –entre otras cuestiones- rechazó la revocatoria, así como también denegó el recurso de apelación incoado en subsidio al considerar que no se habían vertido razones que sustentaran la apelabilidad del auto impugnado en cuanto a la existencia de agravio de insusceptible reparación ulterior. Asimismo, decidió diferir el tratamiento de la excepción de litispendencia articulada por la accionada y sustanciar el pedido de acumulación de procesos que interpretó formulado por ésta en los términos del art. 188 del C.P.C.C., confiriendo traslado a la contraria por el término de dos (2) días (v. fs. 79/81 del ppal.).

IV. Contra dicho pronunciamiento, el 03-08-2009 la demandada planteó ante este Tribunal recurso de queja por apelación denegada contra la mentada resolución de fecha 30-06-2009 [que corre bajo el número Q-1482-MP2].

V. En la misma fecha (03-08-2009) –y en lo que aquí interesa- la accionada dedujo –en el expediente principal y ante la instancia de grado- recurso de apelación –en los términos de los arts. 55 y 56 del C.P.C.A.- contra la misma resolución del 30-06-2009, agraviándose de “… la denegación de la excepción previa de litispendencia por conexidad planteada oportunamente … al establecer el a quo … el rechazo de la misma y su diferimiento para el momento de dictar sentencia…” [v. fs. 86/87 del expte. ppal.].

VI. El 04-08-2009 el magistrado de grado denegó el recurso de apelación impetrado contra la decisión de diferir el tratamiento de la excepción de litispendencia, por considerarlo inadmisible en el marco del proceso sumarísimo impreso a la causa [v. fs. 88 del ppal.].

VII. El 12-08-2009 la accionada presentó ante este Tribunal recurso de queja contra la mentada providencia de fecha 04-08-2009 en cuanto denegó la apelación deducida contra el diferimiento del tratamiento de la excepción de litispendencia, la que tramita bajo el número Q-1507-MP2.

VIII. Esta Cámara de Apelación, con fecha 06-08-2009 y en la causa Q-1482-MP2, requirió a la instancia de grado la remisión del expediente principal, suspendiendo el llamado de autos al Acuerdo dispuesto el 04-08-2009. Asimismo, mediante providencia de fecha 13-08-2009 dispuso la acumulación a aquélla de la causa Q-1507-MP2. Recibidas las actuaciones principales, el 20-08-2009 se reanudó el llamado de autos al Acuerdo para resolver los recursos presentados por Paseo Las Toscas S.A. De tal forma y a fin de respetar un buen orden metodológico corresponde decidir separadamente la procedencia de los remedios presentados.

IX.1. En lo que interesa para resolver la primera queja presentada [que corre bajo el número Q-1482-MP2], cabe señalar lo siguiente:

a. El 16-06-2009 la demandada -Paseo Las Toscas S.A.- se presentó en los autos principales articulando recurso de revocatoria con apelación en subsidio contra el auto dictado por el magistrado de grado el día 18-05-2009, por el cual declaró -prima facie- su competencia para entender en la causa iniciada por la Municipalidad de General Pueyrredon e imprimió al trámite las reglas del proceso sumarísimo.

b. El 30-06-2009 el a quo rechazó el recurso de revocatoria y denegó el recurso de apelación interpuesto en subsidio. En dicha resolución trató separadamente las cuestiones llevadas a su conocimiento por la recurrente.

1°) Atendió en primer lugar el agravio referido al trámite impreso al proceso. Para ello sintetizó los argumentos que –a su modo de ver- la demandada había expuesto para cuestionar tal parcela del auto recurrido, concluyendo que éstos no aportaban elementos que fueran más allá de lo que –a la luz de las constancias de autos- se volvían afirmaciones dogmáticas, careciendo de aptitud para conmover lo dispuesto en la providencia atacada.

En este sentido, referenció que la accionada no había indicado qué cuestiones podría verse privada de introducir o qué medios probatorios podría verse impedida de desplegar como consecuencia de la tramitación del proceso por la vía sumarísima. Adicionó que los medios de prueba ofrecidos por aquélla resultan de producción posible en el marco de las normas procesales aplicadas, y que sólo se verían afectados –cuanto mucho- en el plazo de producción, sin que ello implique restringir el derecho de defensa o coartar el acceso a una tutela judicial continua y efectiva como sostuviera la demandada.

Así, concluyó que la orfandad de argumentos en esta parcela condenaba al rechazo del recurso de revocatoria presentado, pues el agravio invocado carecía de demostración lógica respecto del yerro de la decisión impugnada.

Seguidamente se refirió a la apelación interpuesta en subsidio sobre el mismo punto, sosteniendo que las consideraciones vertidas en torno al rechazo del recurso de revocatoria poseen proyección respecto de aquél. 

Desde tal mirador, afirmó –liminarmente- que al ser el acto jurisdiccional atacado un proveído simple, para quedar comprendido en el ámbito de admisibilidad del recurso de apelación resultaba necesario que cause un gravamen irreparable (art. 55 inc. 3° del C.P.C.A.).

Así, consideró que los argumentos blandidos por la demandada no iban más allá de los vertidos para sustentar el recurso de revocatoria, y por ello entendió que éstos no lograron demostrar suficientemente el agravio que dice haberle causado la resolución cuestionada. De tal modo, ponderando que la recurrente no había aportado razones adicionales que sustentaran la apelabilidad de la providencia simple impugnada –en cuanto a la existencia de agravio de insusceptible reparación en sentencia-, concluyó que correspondía denegar la concesión del remedio interpuesto subsidiariamente.

2°) Seguidamente, trató la parcela del recurso destinada a cuestionar su declaración de competencia para entender en las actuaciones.

Sostuvo que, en el contexto del trámite sumarísimo, la competencia del juez sólo puede ser analizada en dos oportunidades: al receptar las actuaciones o al momento en que se dicta la sentencia definitiva tras la oposición de la defensa de fondo, en razón de la proscripción de las excepciones de previo y especial pronunciamiento que surge del art. 496 inc. 1° del C.P.C.C.

Empero, si bien señaló que el planteo de incompetencia del magistrado debía introducirse por los carriles mencionados -y nunca como un recurso de revocatoria del auto inicial-, entendió que ello no era óbice para proceder a su tratamiento por la vía intentada y adelantar su análisis para esta oportunidad procesal.

Con tal piso de marcha, indicó que resultaba acertada la observación de la demandada en torno a que el art. 4 inc. 2° del C.P.C.A. excluye los juicios de desalojo, los interdictos y las acciones posesorias de las materias comprendidas en la órbita del fuero contencioso administrativo, empero –agregó- también es cierto que dicha norma debe ser interpretada a la luz de la cláusula general de competencia (art. 166 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires; art. 1° del C.P.C.A.), de la atribución específica de competencia en materia de contratos administrativos (art. 2 inc. 6° del C.P.C.A.), y de la interpretación que de ese complejo ha brindado la Suprema Corte de Justicia Provincial (A. 68.322, “Topolian”, res. del 10-VIII-2005). A su juicio, este antecedente jurisprudencial –siguiendo la doctrina sentada por el Alto Tribunal provincial en los autos “Municipalidad de Berazategui” (causa B. 66.654, res. del 23-VI-2004 y sus citas)- hace primar el contexto en que la petición de la actora se despliega, de indudable naturaleza administrativa y con un innegable antecedente contractual, regido con exclusividad por el derecho público.

Estas razones lo llevaron a rechazar la revocatoria interpuesta contra el auto de fecha 18-05-2009.

Asimismo, y ponderando que –tal como lo merituara al tratar el punto anterior- las argumentaciones vertidas por la recurrente reflejaban la falta de fundamentación del agravio irreversible que le causaría a la recurrente el proveído atacado, entendió que no se patentizaba la existencia del agravio que justificara la procedencia de la intervención de la Alzada. Consideró entonces que también en esta parcela aquella providencia resultaba inapelable, y por tal motivo correspondía denegar el recurso de apelación intentado en subsidio.

c. Para abrir esta instancia revisora, la demandada esgrime -en el remedio en tratamiento- que tanto el recurso de apelación interpuesto como el presente recurso de queja son procedentes, “… atento [que] la sentencia interlocutoria apelada, causa a [su] representada un agravio de tal magnitud que no puede ser reparado al momento de dictar sentencia, por violar ab initio sus Garantías Constitucionales de Defensa, Tutela Judicial Efectiva y Debido Proceso… máxime teniendo en cuenta que los actos administrativos fundantes de la pretensión de la actora están siendo enjuiciados por nulos, en un proceso contencioso administrativo ordinario, de trámite ante el mismo Juzgado (Causa O-9151, “PASEO DE LAS TOSCAS S.A. C. MUNICIPALIDAD DE GRAL. PUEYRREDON S. PRETENSIÓN ANULATORIA”)” [v. apartado II, fs. 24 de la presente queja].

Advierte además sobre el gravamen irreparable que se le ocasionaría si se tiene en cuenta que “… la sentencia que se dicte en la presente acción contencioso administrativa de desalojo, si tramitara por la vía sumarísima, ordenada sin fundamento legal alguno por el a quo y no obstante su incompetencia (art. 4 inc. 2 CPCA), hará cosa juzgada anticipada en el proceso ordinario antes mencionado, vaciándolo de todo contenido sustancial, tornando inútil la Garantía de Tutela Judicial efectiva de [su] parte, sobre el fondo de la cuestión, que se debate en la causa precitada…”.

Asimismo denuncia que, tal como surge del recurso presentado, también causa agravio a su parte haberla dejado ante la imposibilidad de plantear –como de previo y especial pronunciamiento- las excepciones de incompetencia y litispendencia, tal como lo habilita el art. 35 del C.P.C.A., cercenando en consecuencia su derecho sin causa legal alguna.

Afirma –además- que el interlocutorio de fecha 30-06-2009, que rechaza el recurso de revocatoria con apelación en subsidio contra el auto de fecha 18-06-2009, viola expresamente –entre otros- el art. 58, sgtes. y ccs. del C.P.C.A., que –según afirma- establece como juez del recurso a la Cámara de Apelaciones; y ello más allá del examen de admisibilidad preliminar que realiza el juez de grado.

Por las razones dadas, solicita a esta Alzada la admisión de la queja impetrada, la concesión del recurso de apelación denegado con efecto suspensivo (art. 56 inc. 5° del C.P.C.A.), y su tratamiento y resolución.

Por otra parte, desarrolla los agravios vinculados a la procedencia sustancial de la apelación denegada, tanto en lo relativo a las reglas procesales impresas al trámite de la causa, como a la declaración de competencia del a quo, los que se compadecen –básicamente- con los articulados en el recurso de apelación obrante a fs. 62/69 del expediente principal [v. copia a fs. 13/20 de la presente queja].

d. Sentado lo que antecede, corresponde analizar –en primer lugar- la procedencia formal del recurso de queja por apelación denegada traído a esta instancia.

En ese derrotero, cabe señalar que el mentado remedio de hecho ha sido deducido por la apoderada de quien resulta ser parte en el proceso, por ante esta Cámara, dentro del plazo reglado (cfr. cargo de fs. 27 vta.) y acompañado de las copias pertinentes para su tratamiento (conf. arts. 275 y 276 del C.P.C.C.).

Sin perjuicio de lo expuesto, también debe puntualizarse que el recurso de apelación subsidiariamente deducido y denegado en la instancia de grado ha sido dirigido contra una providencia simple, esto es, contra el auto de fecha 18-05-2009 por el cual el a quo declaró –prima facie- su competencia y ordenó imprimir a la causa el trámite del juicio sumarísimo previsto en el art. 496 del C.P.C.C. -por conducto de lo dispuesto en el art. 35 del Dec. ley 9533/80-.

Revistiendo tal carácter (providencia simple) el acto jurisdiccional contra el cual la demandada dedujo conjuntamente recurso de revocatoria y apelación en subsidio, es menester tener en cuenta las previsiones rituales que regulan tal alternativa procesal.

Así, el art. 238 del C.P.C.C. –al referirse al recurso de reposición- establece que éste “… procederá únicamente contra las providencias simples, causen o no gravamen irreparable, a fin de que el juez o tribunal que las haya dictado las revoque por contrario imperio” (resaltado agregado).

A su turno, el art. 241 del C.P.C.C. dispone que “La resolución que recaiga hará ejecutoria, a menos que el recurso fuese acompañado del de apelación  subsidiaria y la providencia impugnada reuniere las condiciones establecidas en el artículo siguiente para que sea apelable.” (resaltado agregado), y –en concordancia con ello- el art. 242 del C.P.C.C. establece que “El recurso de apelación, salvo disposición en contrario, procederá solamente respecto de … 3°) Las providencias simples que causen un gravamen que no pueda ser reparado por la sentencia definitiva.” (resaltado agregado).

De las normas transcriptas se advierten sustanciales diferencias a la hora de impugnar una “providencia simple” emanada de un órgano jurisdiccional, pues mientras que el recurso de reposición procede contra ella en todos los casos –cause o no gravamen de insusceptible reparación ulterior-, cuando tal remedio va acompañado del de apelación en subsidio se exige que la providencia atacada ocasione un gravamen que no pueda ser reparado por la sentencia definitiva.

En igual sentido se ha pronunciado el legislador del Código Procesal Contencioso Administrativo (ley 12.008 y sus modif.) al establecer en el art. 53 de dicho ordenamiento que “1. El recurso de reposición procederá contra las providencias simples o interlocutorias, a fin de que el órgano que las haya dictado las revoque por contrario imperio… 2. Tratándose de providencias que causen un gravamen que no pueda ser reparado por la sentencia definitiva, la reposición podrá ser acompañada del recurso de apelación en subsidio…” (resaltado agregado).

Tales previsiones procesales demandan del recurrente que articula un recurso de reposición –o revocatoria- adicionando a éste el de apelación en subsidio, la carga de alegar y patentizar –en forma autónoma- las particulares causales que conducen a la admisibilidad del remedio intentado en forma subsidiaria, argumentando específicamente sobre el gravamen que la providencia simple impugnada le causa y sobre la imposibilidad de que aquél sea reparado por la sentencia definitiva. Sólo así el magistrado de grado podrá contar con los elementos de juicio suficientes para –fundadamente- conceder el recurso puesto que, caso contrario, no tendría más resorte que denegarlo.

Ya se ha sostenido con anterioridad que la tarea de conceder los recursos de apelación requiere de los jueces de grado que se constaten liminarmente sus requisitos de procedencia, y resulta ser la contracara de las facultades que poseen dichos magistrados para denegar tales remedios cuando hayan sido interpuestos contra decisiones inapelables –entre otros posibles supuestos- (cfr. doct. esta Cámara causa C-1427-AZ1 “Zudaire”, res. del 4-VIII-2009; C-1433-AZ1 “Aizpurua”, res. del 6-VIII-2009, entre otras). Y si la concesión de un recurso de apelación –o su denegatoria-, cualquiera fuere el ordenamiento procesal aplicable, corresponde al juez de la instancia del que emana la sentencia o resolución apelada, ello lo es sin perjuicio de que dicha tarea resulte complementada luego con el más exhaustivo examen de admisibilidad que deba practicar la Alzada conforme las normas en juego (cfr. doct. esta Cámara, causas P-335-BB1 “Asociación Médica de Bahía Blanca”, res. del 22-V-2008; R-361-MP1 “Sosa”, res. del 3-VI-2008; C-1427-AZ1 “Zudaire”, cit.; C-1433-AZ1 “Aizpurua”, cit.; entre otras).

Sólo así pueden cobrar operatividad las previsiones de los arts. 275, 277 y ccs. del C.P.C.C., desde que la interposición del recurso de queja por apelación denegada [o por el efecto con que ésta hubiera sido concedida] impone a este Tribunal ad quem la función revisora sobre lo decidido en la instancia de grado en relación a tales aspectos, y para ello es menester que la justificación de la apelabilidad de la decisión que se pretende impugnar a través de dicho medio recursivo haya sido puesta previamente a la consideración del a quo, lo que no se verifica en la especie.

Adviértase que, tal como se desprende del recurso de revocatoria con apelación en subsidio articulado por la demandada contra la providencia simple de fecha 18-05-2009 [v. fs. 62/69 del expte. ppal.; fs. 13/20 de este legajo], y conforme lo señalara el magistrado interviniente en su resolución de fecha 30-06-2009 al denegar el remedio subsidiario, la recurrente no ha dedicado ningún párrafo a justificar la admisibilidad de su apelación ad eventum -como no sean los argumentos directamente vinculados a la cuestión de fondo cuyo tratamiento por esta Alzada pretende a través de dicho embate recursivo-, y tal omisión de la parte ha llevado al juez de grado a efectuar el examen preliminar ponderando dicha falencia, expidiéndose –consecuentemente- por la denegación del recurso [v. Resolución de fecha 30-06-2009, Considerando II, punto 4 y Considerando III, punto 3].

Así, la argumentación que sobre este particular tópico se desarrolla en el recurso de queja traído a esta instancia [dirigida a justificar ante esta Alzada el gravamen insusceptible de ser reparado por la sentencia definitiva que le ocasionaría la providencia apelada], resulta ser –entonces- el fruto de una reflexión tardía, elemento inhábil para sustentar el recurso deducido (argto. doct. esta Cámara causas A-1105-MP0 “García”, sent. del 11-XII-2008; P-807-BB1 “Ferretería Argentina S.R.L.”, sent. del 26-II-2009; G-399-D01 “García”, sent. de 28-II-2009; C-1380-MP1 “Castro”, sent. de 13-VIII-2009, entre otras), por cuanto su introducción debió hacerse al momento de plantear el recurso de reposición que portaba la apelación subsidiaria contra la providencia simple.

De tal modo, corresponde denegar –por inadmisible- la queja en tratamiento.

2. Corresponde en siguiente orden tratar la queja incoada por Paseo Las Toscas S.A. contra el auto de fecha 4-08-2009 [fs. 88 del expte. ppal.; fs. 35 del legajo de queja] y que corre bajo el número Q-1507-MP2.
a. En lo que aquí interesa, el 03-08-2009 la demandada interpuso recurso de apelación contra la resolución interlocutoria de fecha 30-06-2009, agraviándose –entre otras cuestiones- por el diferimiento del tratamiento de la excepción de litispendencia opuesta en su primera presentación en el expediente [v. fs. 86/87 del expte. ppal.; en copia a fs. 33/34 del legajo de queja].

b. Mediante providencia del 04-08-2009 el a quo proveyó el recurso deducido, y en relación a la parcela dirigida a impugnar el diferimiento del tratamiento de la excepción de litispendencia para el momento del dictado de la sentencia definitiva, denegó el mentado remedio sosteniendo que éste resultaba inadmisible por cuanto la estructura del proceso en que se encausaba la acción –reglas del proceso sumarísimo- vedaba la interposición del recurso intentado contra resoluciones como la que se pretende atacar (art. 496 inc. 4° del C.P.C.C.; art. 35 decreto ley 9533/80; art. 77 C.P.C.A.) [v. apartado II, punto 1 a fs. 88 del ppal.; fs. 35 del legajo respectivo].

c. Al fundar la queja traída a esta instancia, la demandada expresa que el argumento del a quo para denegar el recurso de apelación es una petición de principio, por cuanto el magistrado no advirtió que la providencia en la que se declaró competente para entender en la causa y ordenó imprimir al proceso el trámite sumarísimo había sido oportunamente impugnada por su parte, careciendo –entonces- de firmeza.

Desde tal plataforma, aduce que tal circunstancia refleja el gravamen irreparable y no subsanable que le causa la decisión del juez de grado, toda vez que se la priva de la posibilidad de oponer excepciones previas en los términos del art. 35 del C.P.C.A..

Denuncia, además, que la decisión que tome el a quo en este juicio sumarísimo –de quedar firme dicho trámite- conlleva un inadmisible prejuzgamiento en tanto hará cosa juzgada anticipada en el proceso contencioso administrativo ordinario anterior promovido por su parte y donde se discute la cuestión de fondo, esto es, si está vencida o no la concesión y si su parte tiene o no un derecho a la prórroga quinquenal prevista en el Pliego y en el contrato.

Advierte que pretender desalojar una unidad en un juicio abreviado cuando se está discutiendo en un proceso anulatorio la validez de los actos administrativos fundantes de la pretensión de desalojo, podría causar un escándalo jurídico en atención al efecto de cosa juzgada antes referido, con afectación de las garantías de defensa, debido proceso, y tutela judicial continua y efectiva de su parte.

Peticiona que se haga lugar a la queja, se conceda el recurso denegado –con efecto suspensivo (art. 56 inc. 5° del C.P.C.A.)- y oportunamente se dicte sentencia haciendo lugar a la apelación incoada.

d. Con todo, corresponde analizar –liminarmente- la admisibilidad formal del recurso de queja por apelación denegada articulado por la demandada.

Así, cabe señalar que el mentado remedio de hecho ha sido deducido por la apoderada de quien resulta ser parte en el proceso, por ante esta Cámara, contra la decisión denegatoria del recurso de apelación que interpusiera contra la resolución interlocutoria de fecha 30-06-2009, dentro del plazo reglado (cfr. cargo de fs. 37 vta.) y acompañado de las copias pertinentes para su tratamiento (conf. arts. 275 y 276 del C.P.C.C.).

No obstante ello, y teniendo en cuenta el modo como quedará plasmada la solución que habrá de darse al recurso que corre bajo el número Q-1482-MP2, la presente queja deviene inadmisible.

Ello así toda vez que, al declararse la inadmisibilidad de aquél -en el cual se pretendía que esta Cámara se abocara a la impugnación formulada a la competencia del magistrado para entender en la causa y al trámite sumarísimo que se le imprimiera al proceso-, tales cuestionamientos han perimido, dejando definitivamente sellados los tópicos que estuvieran sujetos a apelación.

Es que, mientras la resolución del juez de grado que ordenó tramitar la causa por la vía del juicio sumarísimo no sea revocada por esta Alzada, corresponde analizar la admisibilidad del recurso traído en el marco del proceso impreso por el magistrado de la instancia (doct. esta Cámara, causa C-1530-NE1 “Esbensen”, res. de 14-X-2009).

Por lo tanto, habiendo quedado firme la resolución denegatoria del recurso de apelación deducido en subsidio contra la providencia simple de fecha 18-05-2009 y –por ende- consolidado el trámite sumarísimo otorgado a la causa, debe tenerse presente que -conforme las reglas procesales aplicables a este tipo de juicios- sólo resultan apelables los actos jurisdiccionales allí expresamente previstos, esto es, la sentencia definitiva y las providencias que decreten medidas precautorias (cfr. art. 496 inc. 4° del C.P.C.C.), lo que no incluye el supuesto de autos.

En consecuencia, y teniéndose presente –además- que en tales procesos abreviados se encuentra expresamente excluída la posibilidad de proponer de excepciones de previo y especial pronunciamiento (cfr. art. 496 inc. 2°), la resolución que difiere el tratamiento de éstas para el momento de dictarse sentencia definitiva no resulta apelable.

Por las razones dadas, cabe concluir que la queja traída a esta Alzada por denegación del recurso de apelación interpuesto contra la resolución de fecha 30-06-2009 –en la parcela destinada a cuestionar el diferimiento de la excepción de litispendencia opuesta por la accionada [v. punto 3°) de la parte dispositiva, fs. 81 vta. del expte. ppal.]- resulta inadmisible, y por ello debe ser denegada.

POR ELLO, esta Excma. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata,

RESUELVE:

1. Denegar por inadmisible el recurso de queja impetrado por Paseo Las Toscas S.A. contra la resolución de fecha 30-06-2009 –en cuanto denegó el recurso de apelación subsidiariamente interpuesto contra la providencia simple de fecha 18-05-2009- y que corre bajo el número Q-1482-MP2. 

2. Denegar por inadmisible el recurso de queja deducido por la demandada contra el auto de fecha 04-08-2009 –por el que se denegó el recurso de apelación incoado contra la resolución de fecha 30-06-2009 en relación al diferimiento de tratamiento de la excepción de litispendencia- y que corre bajo el número Q-1507-MP2, agregándose a dicho legajo copia certificada por la Actuaria de la presente resolución.

Regístrese y notifíquese por Secretaría. Oportunamente remítanse las actuaciones al Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 2 del Depto. Judicial Mar del Plata, conjuntamente con los autos principales y para su agregación a éstos. Fdo: Dres. Elio Horacio Riccitelli – Adriana M. Sardo – Roberto Daniel Mora, María Gabriela Ruffa, Secretaria.
